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FUNCIÓN JUDICIAL
 

e 

La Constitución Política vigente la llamaba. 
antes de las reformas Introducidas en diciembre 
de 1992. Función Jurisdiccional. término de­
masiado vasto ya que. en el más amplio sentido 
jurídico. jurisdicción representa el concepto de 
autorídad, potestad o poder. el conjunto de atrí­
bucíones que pertenecen a una determinada 
materia y que rígen en una círcunscrtpclón te­
rrítortal dada y la facultad de conocer y resolver 
asuntos en materias civiles. penales. laborales. 
administrativas y de otra naturaleza. Así, hay 
niveles de jurisdicción para conocer asuntos In­
ternacionales, como los que competen a las 
Naciones Unidas o a la Organización de Estados 
Americanos: hay otros. de distinta extensión y 
naturaleza que. a su vez, actúan dentro de un 
Estado determinado y hay jurisdicciones como 
la eclesiástica. las deportivas y otras. de diversa 
índole. 

Dentro de la jurisdicción nacional hay juris­
dicciones distintas según las materias, los terrí­
toríos, las personas e Inclusive las situaciones 
mismas en que se encuentren los diversos asun­
tos que pueden ser objeto de resolución o fallo. 
Una primera división de la jurisdicción es la que 
se refiere a la de orden judicial y a la de orden 
administrativo. La primera está a cargo de la 
Función Judicial y la segunda de las distintas 
autoridades nacionales. provinciales y cantona­
les. de conformidad con las normas legales que 
les han asignado la capacidad correspondiente. 

El TItulo III de la segunda parte de la Consti­
tución Política de la República del Ecuador es­
tablece los principios básicos y los órganos de 
la función y señala su organización y funcio­
namiento. Por su parte. la Ley Orgánica de la 
Función Judicial establece su estructura. par­
tiendo de la Corte Suprema de Justicia hasta 
llegar al nivel de jueces, funcionarios y emplea­
dos. Finalmente. los códigos y leyes de proce­
dimiento señalan los casos en que debe Inter­
venir. 

La Función Judicial desempeña un papel 
fundamental en la sociedad puesto que está 
llamada a restaurar el Derecho quebrantado y 
reparar el daño causado por la desobediencia 
de la ley. El Estado, a través de la Función Judi­
cial. se encarga de proteger a la víctima, juzgar 

Gonzalo Córdova Galarza 

al ofensor y tomar al equilibrio social mediante 
la realización de la justicia. Sin embargo. por 
varias razones que se considerarán más ade­
lante. no se cumplen enteramente tales objeti­
vos y la justicia no se realiza plenamente. en 
varios casos. por falta de acierto y de oportuni­
dad 

La Constitución Política del Estado, expe­
dida en 1979. proclama los siguientes princi­
pios básicos de la Funcíón Judicial: 

Que el sistema procesal es un medio para la 
realización de la justicia y que ésta no debe sa­
crificarse por la mera omisión de formalidades. 

Que las leyes procesales deben procurar la 
simplificación. uniformidad y eficacia de los 
trámites. debiendo adoptarse. en lo posible. el 
sistema oral. 

Que el retardo Injustificado en la admlnís­
tracíón de justicia debe reprimirse por la ley y. 
en caso de reincidencia. debe constituir causa 
para la destitución del magistrado o juez quien. 
además. responderá por daños y perjuicios. 

Que la administración de justicia debe ser 
gratuita. correspondiendo a la Corte Suprema 
expedir la reglamentación respectiva. 

Que los juicios deben ser públicos, salvo los 
casos que la ley señale. 

Que en ningún juicio debe haber más de tres 
instancias. 

Que los organismos de la Función Judicial 
deben ser Independientes en el ejercicio de sus 
funciones. 

Que ninguna autoridad puede interferir en 
los asuntos propios de aquélla. 

Que se establece la unidad jurisdiccional y. 
por tanto, todo acto administrativo generado en 
la administración central, provincial o munici­
pal o de cualquier entidad autónoma reconocida 
por la Constitución y las leyes podrá ser Impug­
nado ante los correspondientes órganos de la 
Función Judicial. 

Que se reconoce la carrera judicial. cuya re­
gulación determinará la ley. 

Desgraciadamente. estos principios no se 
han cumplido enteramente debido a múltiples 
razones, entre ellas, de modo particular, porque 
los sistemas procesales son anticuados. porque 
el país carece de una escuela de jueces, porque 
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no existe un sistema conveniente de control 
Institucional que vele por la eficacia y cumpli­
miento de las normas éticas. porque la Función 
Judicial tiene un presupuesto que no le ha 
permitido contar hasta ahora con el suficiente 
número de magistrados y jueces ni con ayudas 
técnicas tales como policía Judicial, informática 
juridíca, soportes bibliográficos, etc. 

En diciembre de 1992 el Congreso Nacional 
expidió algunas reformas a la Constitución Po­
lítica del Estado, que han producido cambios en 
la Función Judicial, unos acertados y otros que, 
seguramente, van a ser perjudícíales para la co­
rrecta administración de la Justicia. Conviene 
examinar algunas de esas reformas para preci­
sar bajo qué normas se desenvuelve actual­
mente la función Judicial, aparte de los prin­
cipios básicos señalados en la Constitución vi­
gente. 

En primer lugar. se ha vuelto a la denomina­
ción clásica de Función Judicial en vez de Fun­
ción Jurisdiccional como la denominó la última 
Constitución. Es un nombre más adecuado en 
vista de que el término "[urísdíccíonal" es dema­
siado lato y abarca actuaciones y procesos. 
como los administrativos, que no están en la 
órbita de la función Judicial, o sea sujetos a re­
solución de magistrados y jueces. 

Se suprimen el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo y el Tribunal Fiscal que venían 
actuando, por mandato legal, Independiente­
mente y al margen de la estructura de la Función 
Judicial. Para atender los reclamos contencioso 
administrativos y fiscales se crean Salas 
especializadas en la Corte Suprema de Justicia. 

Se manda que los magistrados y jueces de la 
Función Judicial. excepto los Integrantes de la 
Corte Suprema de Justicia. sean nombrados. 
previo concurso de merecimientos y de oposi­
ción. de acuerdo con la ley que debe expedirse. 

Se crea el Consejo Nacional de la Judicatura 
como órgano de gobierno y manejo administra­
tivo y económico de la Función Judicial, que 
funcionará de acuerdo con la ley que se dicte a 
ese efecto. De esta manera se libera a la Corte 
Suprema de tales cargas administrativas, lo que 
es beneficioso para un mejor desenvolvimiento 
de los distintos órganos de la función. 

Se establece que los Tribunales y Juzgados 
serán especializados según las principales 
materias jurídicas. 

Se transforma a la Corte Suprema de Justi­
cia en Tribunal de Casación en todas las mate­
rias, lo que quiere decir que, en lo sucesivo, ese 
alto Tribunal sólo puede conocer recursos so­
bre errores de Derecho, dejando de tener, por 
tanto. competencia para examinar los otros as­

pectos que son o pueden ser esenciales como 
materia constitutiva de fallos. Esta reforma pa­
rece Inconveniente y sobremanera peligrosa en 
vista de las deficiencias que el país tiene en 
materia de preparación, medios y ayudas que 
caracterizan, en particular, a algunos de sus tri­
bunales medios, a los cuales, en razón de la re­
forma, se les ha encomendado la gravíslma res­
ponsabilidad de ser jueces de segunda y última 
Instancia. No se ha tenido en cuenta que en ca­
pitales provinciales pequeñas, sin universida­
des y sin experiencia en la administración de 
Justicia, hay una alarmante escasez de profe­
sionales para el desempeño acertado de una 
Judicatura. Tal reforma sólo habría debido ha­
cerse después de cumplir en el país con una se­
rie de condicionamientos que dificllmente pue­
den alcanzarse en veinte o treinta años, tiempo 
en el cual la Justicia, que hoyes lenta y defec­
tuosa, puede pasar a ser ruinosa. 

otra reforma establece que la Corte Suprema 
de Justicia está Integrada por seis Salas: de lo 
Civil y Comercial. Penal, Social y Laboral. Fiscal. 
Administrativo y Constitucional, con cinco 
jueces cada una. El Congreso elige a esos treinta 
magistrados, más uno que ejerce la Presidencia 
y que. al mismo tiempo, preside la Sala Consti­
tucional únicamente con voz y voto dirimente. 
Los magistrados duran en sus funciones seis 
años, siendo renovados cada dos un tercio del 
total. Presentarán las candidaturas a la magis­
tratura. por partes Iguales, el Congreso Nacio­
nal, el presidente de la República y la Función 
Judicial y la elección la hará el Congreso. previo 
Informe de su Comisión de Asuntos Judiciales. 
con el voto de, por lo menos, las dos terceras 
partes de sus Integrantes. 

Para la aplicación de tales reformas Intro­
ducidas por el Congreso Nacional en diciembre 
de 1992 será preciso reformar, a su vez, más de 
diez cuerpos legales y expedir, por lo menos. 
una nueva ley que desarrolle el recurso de ca­
sación. Mientras tanto, algunas de esas refor­
mas quedarán en suspenso, afectando al nor­
mal desarrollo de Juicios y controversias sobre 
asuntos civiles, laborales, comerciales, penales. 
contencioso administrativos y fiscales. encon­
trándose la Función Judicial ante un dificil y, 
posiblemente, prolongado caso de anomía. o 
sea la carencia de normas para la administra­
ción de Justicia, lo que demuestra la precipita­
ción, por decir lo menos, con que se ha obrado 
en asuntos de tanta Importancia y tan delica­
dos. 

SI bien la Constitución señala los principios 
básicos que debe cumplir la administración de 
Justicia, el mismo cuerpo constitucional refor­
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mado contiene nuevas disposiciones cuya justi­
ficación teórica es crear un marco para el mejor 
desenvolvimiento de la Función Judicial: inde­
pendizar de la política a los magistrados de la 
Corte Suprema y, por ende. a los demás Tribu­
nales y Judicaturas; respaldar la existente. pero 
inoperante, carrera judicial; mejorar el presu­
puesto de la Función Judicial; descargar a la 
Corte Suprema de Justicia de las labores de 
gobierno y administración in ternas de la fun­
ción. y agílttar la tramitación procesal supri­
miendo la tercera instancia. Sin embargo, pa­
rece evidente que, por lo menos en lo que ha 
podido observarse hasta ahora. sólo algunas de 
esas reformas van a tener resultados benéficos 
mientras que las demás. por falta de normas 
complementarias o por defectos de concepción, 
pueden causar serios tropiezos a la Función 
Judicial ya venida a menos por las causas 
mencionadas y otras más. Cabe señalar. de 
paso. que algunas de las reformas indicadas no 
requerían de cambio constitucional alguno sino, 
simplemente. de una modificación de la Ley Or­
gánica de la Función Judicial, los Códigos de 
Procedimiento y otras leyes pertinentes. 

Hay cuestiones esenciales para el mejora­
miento de la administración de Justicia, en el 
sentido de hacerla más certera y expedita, que 
no han sido consideradas por la legislatura en 
los últimos años. Tal es el caso de los procedi­
mientos escritos que se llevan en todos los jui­
cios, con excepción de aquellos que son de co­
nocimiento y resolución de los Tribunales 
Penales. La oralidad en el Ecuador. pese a la 
declaración constitucional, no ha sido suficien­
temente desarrollada. No se han instituido los 
Jueces de Paz. La Policía Judicial, aunque tiene 
existencia legal y fue creada en la práctica en 
1991, no ha recibido apoyo alguno y en la ac­
tualidad se tiende a suprimirla. La escuela de 
jueces no ha merecido consideración alguna. Es 
claro que, sin estos arbitrios, la administración 
de justicia camina por senderos tortuosos, a lo 
que debe añadirse la falta de un control eficiente 
para garantizar la moralidad de determinados 
miembros de la Función Judicial. En semejante 
ambiente de inseguridad y con un presupuesto 
paupérrimo. inferior al uno por ciento de los 
ingresos ordinarios del presupuesto nacional, 
se desenvuelve la Función Judicial, llamada, sin 
embargo. a cumplir altos propósitos dentro de 
la sociedad. 

En el Ecuador ha sido parte sustancial del 
sistema procesal que. en materias y asuntos 
importantes. las partes en el juicio puedan recu­
rrir a la tercera instancia ante la Corte Suprema 
de Justicia, lo cual. si bien en algunos casos re-
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tardaba el pronunciamiento final, en muy con­
stderables casos garantizaba su acterto, pues a 
la Corte Suprema van. en altísimo porcentaje. 
profesionales de alta calificación. Además. el 
recurso de casación no puede sustituir al re­
curso de tercera instancia, pues mientras aquél 
se refiere sólo a errores en la aplicación del De­
recho. éste se refiere a la totalidad de la materia 
sometida a juicio. Con las recientes reformas 
todos lo asuntos tendrán sentencia definitiva en 
la segunda instancia, lo cual. por las razones 
expuestas en párrafos anteriores, constituye un 
serlo peligro para el afianzamiento del Derecho 
en el país. 

Históricamente se viene hablando de la ne­
cesidad de que la Función Judicial pueda de­
senvolverse. en el Ecuador, independientemente 
de las funciones Legislativa y Ejecutiva. Se han 
insinuado, con tal objeto, diversos sistemas 
para designar a los magistrados y no parece 
haber otro mejor que el vigente, o sea su elec­
ción por parte del Congreso Nacional. como re­
presentante de la soberanía popular. Desgra­
ciadamente. mientras todos los sectores de 
opinión del país -profesionales del Derecho, 
universidades, medios de comunicación y ciu­
dadanía en general- abogan en favor de la in­
dependencia de la Función Judicial, ésta se ha­
lla condicionada según el grado de politlzación 
partidista o simplemente gubernamental o an­
tigubernamental de los miembros del Congreso 
Nacional, de suerte que esa independencia sólo 
podrá lograrse cuando el parlamento. en su 
gran mayoría. esté integrado por ciudadanos 
que crean firmemente en la necesidad de una 
administración de Justicia independiente de la 
polítíca y de las otras funciones del Estado: 
para ello estarían obligados a elegir ciudadanos 
de alta categoría moral y profesional. que pon­
gan de lado pasiones e intereses de carácter 
politlco o sometimiento partidista. Dicho de 
otra manera. la independencia de la Función 
Judicial depende del grado de responsabilidad 
de los legísladores. 

Actualmente son órganos de la Función Ju­
dicial la Corte Suprema de Justicia, el Consejo 
Nacional de la Judicatura, las Cortes Superio­
res, los Tribunales Dístrítales en materia Fiscal 
y los Tribunales Distrltales en materia Adminis­
trativa, los Tribunales de lo Penal y los Juzga­
dos en materia cívíl. penal, del trabajo, de inqui­
linato y de tránsito. Los intendentes y subinten­
dentes de Policía, los comisarios y tenientes 
politlcos son jueces de instrucción. El Ministe­
rio Público, a partir del Ministro Fiscal General 
de la Nación. los Ministros Fiscales Provinciales 
y los Agentes Fiscales ya no dependen, según la 
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actual Constitución, de la Función Judicial sino 
de la Procuraduría General del Estado, cuyo 
titular es la autoridad máxima de esos 
funcionarios. 

Las constituciones políticas del Ecuador, a 
partir de la primera, de 1830 -e Inclusive los 
dos estatutos anteriores. la Constitución Qul­
teña, de 1812, y la Constitución Grancolom­
bíana, de 1821-, contienen varias disposicio­
nes de importancia relativas a la Función Judi­
cial. siendo la última. de 1979, la que señala un 
mayor número de principios a los que debe 
ajustarse la función para el mejor cumplimiento 
de su finalidad. que no puede ser otra que la 
acertada y oportuna administración de Justicia. 
De ahi se desprende que. en los años que lleva la 
República, no han faltado principios y normas 
constitucionales sino leyes de procedimiento y 
disposiciones modernas y ágiles en la Ley Or­
gánica de la Función Judicial y el señalamiento 
de asignaciones razonables en el Presupuesto 
General del Estado. para que la administración 
de Justicia se desenvuelva adecuadamente. 

No existe país alguno ni ha habido, segura­
mente, a lo largo de la historia una sociedad en 
la cual no se hayan cometido errores en la apli­
cación del Derecho y en la apreciación de los 
hechos, para que no sea mancillada la Justicia. 
Esta, al fin y al cabo. es resultado de una evolu­
ción histórica concretada en el criterio de los 

hombres. Por tanto. en nombre de la Justicia se 
han cometido graves y muy graves atropellos. 
Sin embargo. el Imperio de la Justicia debe ser 
una de las primeras aspiraciones de las socie­
dades modernas, superando los rezagos de ex­
tremismos políticos. religiosos, raciales y eco­
nómicos que ejercen presiones en las legislatu­
ras. en la conformación de la ley y en las deci­
siones de tribunales y jueces. En consecuencia. 
a la eliminación de tan perniciosos factores 
debe sumarse el empeño para que el Derecho 
positivo, las leyes de ejercícío o de procedi­
miento y la resolución de los jueces busquen el 
bienestar común, en todas sus manifestaciones, 
pues no otra es la finalidad de la Justicia. En 
nuestro caso. debemos señalarnos esa meta. 
como un propósito unánime e Irrenunciable que 
proyecte al futuro la vocación Jurídica y la uni­
dad histórica de nuestra patria. 
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